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DELEGADO 
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INVITADOS: Por la Red Nacional de Clínicas de Reeducación y Rehabilitación de Niños y 
Adolescentes, señoras psicomotricista Ana Bentancor; maestra fonoaudióloga Rosario 
Gutiérrez y maestra especializada Mirta Pertzel. 


SEÑOR PRESIDENTE (Olano Llano).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social tiene el gusto de recibir a la delegación de la Red Nacional 
de Centros de Rehabilitación y Reeducación de Niños y Adolescentes, integrada por la psicomotricista Ana 
Bentancor, la maestra Mirta Pertzel y la maestra fonoaudióloga Rosario Gutiérrez, a quienes cedemos el uso 
de la palabra. 


SEÑORA BENTANCOR.- Acudimos en representación de trabajadores y propietarios integrantes de 
esta Red Nacional. 


En la labor que desarrollamos en los Centros de Rehabilitación y Reeducación participa un gran número de 
instituciones -más de cien- distribuidas en todo el país, en un trabajo en convenio con el Banco de Previsión 
Social, básicamente, a través de dos modalidades. Una de ellas es la Circular N* 28, que es una prestación 
que reciben los hijos de los trabajadores de la actividad privada para ser atendidos en diferentes áreas 
vinculadas a la rehabilitación y la reeducación, entre otras, fonoaudiología, psicomotricidad, dificultades en 
el aprendizaje, fisioterapia. También trabajamos con niños y jóvenes que presentan discapacidades 
diagnosticadas y reciben pensión por discapacidad: por ello tienen derecho a la ayuda especial del BPS. A 
través de este mecanismo se financian los Centros y la atención de estos niños y jóvenes. 


El sistema no tiene una organización específica como tal -más allá de esta red que nos nuclea, que es de 
reciente creación-, pero se está desarrollando desde hace más de quince años a nivel de todo el país. Para que 
los Centros sean habilitados, se requiere una serie de trámites de diverso tipo, que en algunos casos implican 
el reconocimiento del Ministerio de Salud Pública, en otros, del Ministerio de Educación y Cultura o de 
ambos, dependiendo del perfil de población que se vaya a atender. También se requieren autorizaciones desde 
el punto de vista edilicio. Es necesario contar con una habilitación de Bomberos; de lo contrario, los Centros 
no pueden funcionar. Asimismo, hay que presentar documentada toda la currícula, con los antecedentes de los 
profesionales que trabajan en los Centros, etcétera. Todas estas son gestiones que se realizan ante el Banco de 
Previsión Social a fin de que este habilite a las instituciones y las transforme en proveedoras del Estado para 
que, por ese mecanismo, puedan atender a esta población. 


En la mayor parte de los casos, la población a la que brindamos cobertura es derivada por el propio BPS: 
niños, adolescentes, que por lo general se atienden en el DEMEQUI, que es el centro de especialidades del 
Banco de Previsión Social que funciona en la calle Agraciada, donde antiguamente estaba el Sanatorio 
Pacheco. Allí hay un centro de referencia a nivel nacional en materia médica, que concentra un equipo muy 
especializado de neuropediatras, médicos fisiatras, traumatólogos, oftalmólogos, otorrinolaringólogos. De 
alguna manera sentimos que, al igual que nosotros, este Centro no tiene muy claro su futuro en el marco de la 
reforma de la salud. Entonces, estos chicos son atendidos por los médicos del DEMEQUI y, desde allí, son 
derivados a los Centros para tratamientos específicos. Nosotros hacemos los abordajes en un trabajo en 
equipo multi o interdisciplinario, dependiendo de las dinámicas de cada Centro. Luego hacemos informes de 
evolución que enviamos a los médicos tratantes, quienes confirman las altas o plantean la continuación de los 
tratamientos; esto se hace en forma anual. 


Nos parece que es importante que esto se conozca, porque la situación que atravesamos y que motiva la 
solicitud de esta entrevista, comienza este año cuando empezamos a encontrar señales a nivel del BPS que 
nos generaron preocupación. Como decía, este modelo, que sin duda es perfectible, viene funcionando desde 
hace mucho tiempo, y atiende a hijos de trabajadores de la actividad privada, entre los cuales algunos tienen 
la asistencia en salud por el BPS y otros a través de mutualistas. 


Lo que ocurrió a comienzos de este año fue lo siguiente: en el caso de los niños que tenían mutualista, si esta 
brindaba algún tipo de servicio similar, se le negaba la ayuda especial por Circular N* 28. Por ejemplo, si un 
niño requería un tratamiento de fonoaudiología y fisioterapia y la mutualista proporcionaba esa cobertura, el 
BPS no autorizaba la Circular N* 28. Con esto sucedió que muchos de los niños en esa situación no fueran 
efectivamente atendidos, porque aunque la mutualista cuente con el servicio, acceder a él supone un costo. 
Por tanto, para algunas familias, esa situación directamente implicó la pérdida de un servicio al que hasta ese 
momento accedían. Es decir que este año esos niños directamente quedaron por fuera del sistema. 


En los casos en que la mutualista no proporcionaba una cobertura del mismo tipo, o en el de aquellos niños 
que ya venían siendo atendidos, se autorizaron las Circulares N* 28, pero solamente hasta el mes de agosto. 
Eso nos empezó a generar preocupación a nosotros y a los padres, porque evidentemente hay tratamientos 
que tienen unos meses de duración, pero por el perfil de los propios tratamientos, sabíamos que muchas otras 
situaciones no podrían estar resueltas al mes de agosto. 


Por este motivo, los papás se organizaron y nosotros -los trabajadores y también los propietarios de los 
Centros- empezamos a buscar información para saber cuál va a ser la inserción que tendremos en el marco de 
la reforma de la salud. Sentimos que estamos desempeñando un trabajo que es valioso, necesario, y no 
sabemos cómo nos vamos a insertar. En ese marco, solicitamos entrevista al Directorio del BPS y al 
Ministerio de Salud Pública, y el día 22 de junio nos recibió el contador Luis Casares en el Banco de 
Previsión Social, quien nos dio una información que nos preocupó tremendamente. A partir de allí, decidimos 
conformarnos como red para profundizar en cuáles serían las alternativas. En ese momento, el contador 
Casares nos dijo que existía una normativa del BPS -manifestó: "Nosotros queremos que las normativas se 
cumplan; queremos sostener un procedimiento muy transparente"- por la cual los niños con mutualista nunca 
deberían haber tenido este beneficio. Por supuesto que creemos que es bueno cumplir con la normativa, pero 
también sería oportuno analizar el valor que la normativa en sí misma tiene. 


Ahora bien; lo que nos preocupa mucho más es que el contador Casares también nos dijo: "Y a partir de 
enero, todos, o prácticamente todos los hijos de los trabajadores van a tener mutualista; por tanto, no van a 
tener la Circular N* 28". Hay una resolución interna del BPS -la N* 150 de 2007-, por la cual si el niño tiene 


mutualista, aunque los servicios sean arancelados, el BPS no va a pagar la Circular N* 28. Para nosotros esto 
es tremendamente preocupante por muchos motivos. Adviértase que los niños que estamos atendiendo 
realmente necesitan el servicio: nosotros no inventamos a los pacientes. Se trata de niños generalmente 
derivados por neuropediatras u otros especialistas; niños que tienen trastornos en el desarrollo, trastornos de 
lenguaje, trastornos autistas. Hay niños en estimulación temprana, con importantes compromisos motores, 
prematuros severos; niños que han tenido hipoxia en torno al parto; niños con dificultades en el aprendizaje, 
dislexia. En fin: hay un sinnúmero de situaciones y no en todas las clínicas atendemos a todos los niños. Hay 
clínicas que están más perfiladas hacia una u otra área. Ahora bien; si en estos casos no se interviene en las 
etapas tempranas, en realidad, estamos generando daño. 


Todos sabemos lo que tiene que ver con la prevención en salud; todos sabemos que se invierte mucho en 
medicina altamente especializada y mucho menos en rehabilitación. Y este es uno de los sectores que, en 
realidad, está realizando en infancia un trabajo importante precisamente en rehabilitación. Es más: no 
creemos que debiera limitarse a los hijos de los trabajadores de la actividad privada, en la medida en que se 
trata de servicios que necesitan muchos otros niños, como los que son usuarios de salud pública. Inclusive, 
hay niños que se atienden en mutualistas y, de pronto, no acceden a estos servicios cuando los estarían 
necesitando, por ejemplo, porque sus padres trabajan en la actividad pública. 


Entonces, nuestra preocupación radica en que con las actuales decisiones del BPS se corre el riesgo de que 
caiga un sistema montado a nivel nacional, con equipos formados y distribuidos territorialmente en todo el 
país, con experiencia de trabajo con la población, con vínculos que surgen de la atención especializada, 
porque estamos hablando de grupos pequeños. En algunos casos, se brinda atención individualizada y, en 
otros, en grupos muy reducidos. Además, generalmente la atención se hace en contacto próximo con la 
familia, articulando asimismo el trabajo con la comunidad, por ejemplo, a través de vínculos con las escuelas, 
haciendo apoyo a la integración preescolar y escolar, coordinando con los CAIF, etcétera. O sea que es un 
trabajo que tiene una gran riqueza: hay que potenciarlo, mejorarlo. Hay instituciones que funcionan bien y 
seguramente, como en todos los ámbitos, algunas no; pero creemos que es un sistema valioso, que tiene para 
aportar. 


No obstante, sentimos que la mirada desde el Directorio del BPS es distinta. Como decía, en la primera 
entrevista se nos proporcionaron estos datos y de allí salimos con la sensación de que, de alguna manera, allí 
se concebía que los Centros no estaban haciendo un trabajo válido. Es algo parecido a lo que pasó el año 
pasado con las ONG, cuando se las cuestionó genéricamente y después se vio que, en realidad, algunas 
hacían un trabajo excelente y había otras que sería mejor que no estuvieran trabajando. Aquí pasa algo muy 
parecido a eso y la mirada que se tiene también es muy parecida: creemos que hay como un sesgo que no 
permite separar lo bueno de lo malo. 


Como dije, a partir de allí nos organizamos: creamos una red nacional y una agrupación de trabajadores; los 
papás se movilizan por su parte. Lo que queremos es lograr un espacio de negociación. Cuando inicialmente 
solicitamos esta entrevista, todavía no teníamos ese espacio. Hemos tenido muy buena receptividad en el 
Ministerio de Salud Pública. El día 5 de setiembre, el economista Olesker nos planteó que entendía que este 
era un tema muy importante y que no había sido suficientemente considerado en el marco de la reforma, por 
lo que nos propuso formar una tripartita. Desde esa fecha hasta el día de ayer le estuvimos pidiendo al BPS la 
conformación de ese espacio, sin tener una respuesta favorable, habiéndonos entrevistado con varios de los 
Directores, solicitando audiencias vía secretaría de Ernesto Murro; en fin: haciendo todo un movimiento. 
Felizmente, desde el día de ayer por lo menos hay una persona designada para integrar la tripartita; esto 
cambia un poco las cosas con respecto a la reunión que tuvimos la semana pasada en la Comisión de 
Educación y Cultura de esta Cámara. 


Por tanto, nosotros queremos plantear nuestra preocupación, que se conozca el tema, que se sepa que existe 
esta situación y es importante y que en el marco de la reforma -como nos decía Olesker- la idea no es que los 
niños pierdan servicios, sino que los niños y todas las personas mejoren la calidad de la atención. 


Nosotros queremos un espacio de negociación para pensar juntos las alternativas, para poder pensar de qué 
manera esta red de Centros -los que se puedan crear o los que tal vez no deban funcionar porque no han 
cumplido con lo establecido- puede articularse en el marco del sistema nuevo y no queremos que caigan los 
tratamientos hasta tanto se tomen estas decisiones. Porque, ¿qué ocurre? Estas clínicas son chiquitas, algunas 
formadas por padres, otras por pequeños grupos de profesionales y tienen muchas formas legales, 


cooperativas, asociaciones civiles, sociedades de responsabilidad limitada, sociedades de hecho, es decir, 
diferentes formas pero en el 95% de los casos -o más- lo que permite que las clínicas trabajen es el pago de 
los tratamientos por parte del BPS. Si no se piensa en una transición, si llegamos a diciembre y no tenemos 
una alternativa clara de cómo arrancamos el año, las clínicas, los centros, van a cerrar. Porque hay un montón 
de costos fijos -alquileres, gastos de teléfono, etcétera- que se deben pagar y si no se sabe cómo se va a 
seguir, no se puede sostener el sistema. Ya la economía y el equilibrio de los Centros es precario porque, 
generalmente, en el verano no hay ingresos. Los ingresos se obtienen en la medida en que los niños son 
derivados a los Centros y solamente mientras están en tratamiento. 


Esto es muy importante para nosotros. Queremos un espacio para negociar; queremos que se entienda la 
importancia del tema y queremos que no se corten los servicios hasta tanto no se generen alternativas. 


SEÑORA GUTIÉRREZ.- Por supuesto, adhiero a lo expresado por la señora Bentancor, pero quisiera 
hacer alguna acotación que tiene que ver con nuestra apuesta a la reforma de la salud. 


Si bien esta red nace con un propósito, sobre todo, reivindicativo y ante el temor que nos generaba la 
situación que se venía planteando por parte del BPS, también a partir de esta red se genera un nucleamiento 
de Centros y una revalorización de lo que existe porque se empiezan a recabar datos, a ver cómo están 
distribuidos estos Centros en distintas zonas de toda la República, los servicios que ofrecen y la cantidad de 
niños que se atienden. Nosotros creemos que es un modelo a aplicar. 


La reforma todavía no está planteando en profundidad las cosas que tienen que ver con la salud mental y con 
este tipo de trastornos. Paulatinamente se irán teniendo en cuenta esos aspectos y nosotros creemos que 
podemos aportar mucho a eso y no solo en lo que tiene que ver con la salud mental, sino también con el 
desarrollo de la infancia. Nosotros trabajamos en forma interdisciplinaria con la salud, con la educación, con 
la vulnerabilidad social. La interdisciplina y la causalidad de las patologías de los niños son lo que ha llevado 
a esta conformación de los equipos. Si bien los trastornos que sufren los niños pueden tener algunos 
elementos de mayor peso, como por ejemplo, en una parálisis cerebral, donde el componente orgánico tiene 
mucho peso, siempre se trata de trastornos multicausales y multidimensionales, porque el desarrollo del niño 
también lo es. Es decir, no alcanza con tener en cuenta la patología que pueda existir a nivel orgánico, sino 
que todo su aprendizaje, su desarrollo a nivel familiar y escolar, las expectativas y las oportunidades que 
pueda tener para desarrollar el potencial que tiene depende de múltiples factores. Entonces, estos abordajes 
son multidimensionales, interdisciplinarios y hasta transdisciplinarios. Por lo tanto, creemos que se trata de 
algo que no se debe perder, que se debe divulgar, que puede ser un aporte importante para la reforma de la 
salud. 


En este momento, nuestra postura es, sobre todo, reivindicativa; no queremos que los Centros mueran. Si 
estas medidas se hubieran tomado, los Centros tendrían que haber cerrado, porque el proveedor es el BPS y si 
no hay niños para atender, no se pueden sostener. Se trata de instituciones grandes ya que, generalmente, se 
necesita un salón para uno o dos niños con un terapeuta especializado. Por lo tanto, las casas deben tener 
muchos salones. Asimismo, deben contar con una sala grande de psicomotricidad. Es decir, se necesita una 
infraestructura que no han logrado tener el mutualismo ni Salud Pública. Si bien a nivel de Salud Pública 
contamos con excelentes servicios, como por ejemplo el servicio de siquiatría o el de neuropsicología del 
Hospital de Clínicas, no se puede abordar esto en su totalidad, ya que no pueden contar con estas 
infraestructuras ni tener un niño durante el tiempo que requiere el abordaje de su patología. Es un aporte al 
acuerdo que tenemos con la reforma de la salud porque acordamos con todas las premisas básicas que tienen 
que ver con la equidad y con la multifactoriedad de todos los trastornos. 


SEÑORA PERTZEL.- Soy maestra especializada y, desde mi lugar, quiero resaltar que el número de 
niños que necesita este tratamiento es alto. 


Estoy de acuerdo con lo expresado por mis compañeras, pero quizás no recordaron que hay alrededor de 
catorce mil niños en tratamiento, son más de cien los Centros y hay dos mil trabajadores en esta área. O sea 
que además del problema de los niños existe el problema de las pequeñas empresas y el de los trabajadores. 
Nosotros somos proveedores del Estado y, por tanto, tenemos a todas las personas inscriptas en Caja o -como 
se solicitaba hasta hace poco tiempo- eran tercerizadas, se trataba de empresas unipersonales. Eso se está 
modificando, porque era lo que se solicitaba antes, pero lo importante de todo esto es que todas esas personas 


van a quedar sin trabajo. Por eso el señor Diputado Álvarez pidió que el asunto pasara a la Comisión de 
Legislación del Trabajo. 


Asimismo, cuando visitamos las escuelas, las maestras desesperadamente nos dicen que ojalá esto pudiera 
multiplicarse para todos los niños que están en las escuelas porque algunos cuyos padres no son trabajadores 
de la actividad privada no tienen alternativas para solucionar sus problemas. Sin embargo, en vez de ver 
crecer esta instancia tan positiva, quizás por un error o desconocimiento, se desmejora esa situación y no solo 
no tienen acceso los hijos de los trabajadores estatales sino que los hijos de los trabajadores privados también 
se verían privados -valga la redundancia- de esta atención. 


Entonces, no estamos trabajando en prevención sino todo lo contrario. No estamos en sintonía con lo que se 
solicita internacionalmente y con lo que nuestro país siempre ha estado en punta, es decir, la Educación y la 
Salud unidas en la prevención. Además, económicamente, es mucho más rentable prevenir que luego tener 
que atender adultos que no son capaces de trabajar autónomamente porque no fueron atendidos en su 
momento; no se trata de una erogación tan alta. Directores del BPS han dicho que el monto de dinero no es la 
preocupación porque estamos hablando de alrededor de dos mil pesos por cada niño. 


Nosotros pensamos que en toda reforma macro a veces hay fisuras y, quizás por desconocimiento, se lesionan 
los derechos de las personas. Estamos en esta instancia para que se dé conocimiento de lo que nosotros 
hacemos. Se trata de un espacio creado -porque no lo tenían ni la Salud ni la Educación- que se conjuntó y 
que los hicieron estas pequeñas empresas porque no lo pudieron hacer la Educación ni la Salud. Es una 
conjunción de ambas cosas y no se debe perder, sino que hay que multiplicarlo. Juntos tenemos que encontrar 
el camino para que eso se realice y creo que el país se beneficiará. 


SEÑORA BENTANCOR.- Quiero agregar algunas cosas más para que quede clara la exposición. 


Nosotros todo el tiempo estamos hablando de Centros de Reeducación y Rehabilitación. Para que ustedes 
sepan, porque a veces se confunden -inclusive, algunos Directores del BPS tienen esta confusión-, existe 
también otro grupo de centros, que pueden realizar trabajos sumamente válidos, pero que son diferentes, que 
utilizan las mismas prestaciones, pero son talleres protegidos o de tipo escolar para chicos con discapacidades 
severas, que habitualmente tienen pensión por discapacidad. O sea que el total de centros que tienen 
convenios con BPS por estas ayudas está por encima de los doscientos. 


Nosotros estamos hablando específicamente de los Centros que trabajan en este modelo que mencionábamos 
de Reeducación y Rehabilitación donde la atención es individualizada y se abordan distintos tipos de 
tratamiento. Con el importe que mencionaba Mirta Pertzel se abonan dos tratamientos individuales, o en 
grupos muy pequeños, que habitualmente es lo que solicita el médico. En algunos casos se hacen tres 
tratamientos. Entonces, el niño por ese monto recibe tres tratamientos. Generalmente, esto está bastante por 
debajo de los aranceles en las mutualistas, en caso de que tengan estos servicios. Además, no lo está pagando 
la familia que, en la mayoría de los casos, no pueden pagarlos. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Estos centros están habilitados por Salud Pública pero, ¿están 
habilitados como centros o como clínicas? 


SEÑORA GUTIERREZ.- Puede haber algunos que estén habilitados como clínicas, pero no lo 
sabemos. Desde la Red podríamos averiguar ese dato. Como nombre genérico diría que son Centros. 


SEÑORA BENTANCOR.- Hay algunos que tienen habilitación de Salud Pública y Educación; también 
tienen inspecciones del área de Educación Privada y tienen informes de inspección de Educación 
Privada además de los controles que corresponden por el área de Salud porque, precisamente, tiene 
que ver con este campo muy particular donde se conjugan la Salud y la Educación. 


SEÑORA PERTZEL.- El Centro en el que yo trabajo tiene habilitación de los Ministerios de 
Educación y Cultura y de Salud Pública. Nosotros tenemos número de habilitación de Centro a través 
de ANEP; somos los habilitados N* 23; recibimos inspección de Educación Especial, tenemos informes 
para mostrar. Hay informes de Educación Especial, que ha hecho la visita como corresponde a 
cualquier centro público. Creo que eso es valioso. Tenemos la documentación para mostrarla porque 


creemos que hace a que aquellas dudas sobre la calidad de nuestro servicio puedan ser vistas desde un 
lugar imparcial como puede ser el estatal, o sea, la educación pública a través de una Inspección de 
Educación Especial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Conozco un poquito cómo funciona eso. Yo soy de Treinta y Tres; allí no hay 
neuropediatras, no hay un Hospital Pereira Rossell, ni ninguna cosa de esas. Desde hace muchos años 
sí hay, a nivel de educación pública, y solo en la capital departamental, una escuela especial, como hay 
en todos lados, porque esos chiquilines requieren otro tipo de asistencia. Desde hace mucho años existe 
en la capital, no en las demás localidades, una entidad -una sociedad civil que funcionaba con los 
aportes de los que éramos sus socios-, que de alguna manera trataba de dar asistencia y contención. 


El aporte del BPS vino a dar solución a cierta parte del tema, porque en la medida en que empezó a aparecer 
la plata también empezaron a surgir interesados en poner centros de este tipo. De cualquier manera, siempre 
nos quedaba un número importante de chiquilines cuyos padres no eran trabajadores de la actividad privada; 
siempre teníamos ese problema. 


Imagino que en el contexto de la reforma de la salud, este tema será incorporado o analizado en su medida y 
cuando llegue su momento. La reforma de la salud no tiene que significar un obstáculo sino una oportunidad 
para que los chiquilines que ya tenían este tipo de asistencia la continúen teniendo y, sobre todo, para 
incorporar a otros. Yo también quiero que en Rincón de Ramírez, en mi departamento, los chiquilines que no 
son hijos de empleados privados también tengan esta asistencia. 


Me parece que sería bueno que tuvieran algún contacto con la Comisión de Hacienda integrada con la de 
Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara de Representantes, donde se analizará el proyecto de reforma 
de la salud, a fin de explicar su problema. No es este el seno de la conformación de una comisión tripartita; 
ese es otro ámbito en el que ustedes pueden poner en conocimiento de esta situación a los representantes del 
pueblo, que son los legisladores y, a través de ellos, a las autoridades de la salud. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Creo que el planteo que ustedes hacen es muy lógico; su preocupación 
es lógica. 


Yo pregunté acerca de la habilitación en el sentido de que en el nuevo Sistema Nacional Integrado de Salud, 
la inclusión de los organismos públicos y privados también da lugar a que se integren aquellas sociedades sin 
fines de lucro que, sin prestar asistencia integral -ellas son las que en definitiva van a prestar la asistencia-, 
pueden vender o contratar servicios. Entonces, si la habilitación es como ustedes dicen, creo que podrían 
estar enmarcados en esa integración al sistema, pudiendo vender servicios a aquellos integrantes que prestan 
asistencia integral. 


Pero ese no es el punto. El punto es que en el proyecto de ley de reforma de la salud hay artículos que 
específicamente dicen que todos aquellos servicios materno-infantil del BPS, así como todos los vinculados a 
enfermedades profesionales del Banco de Seguros del Estado, seguirán cumpliendo funciones en el ámbito 
correspondiente. Si eso es así, si la interpretación que hago es correcta, me parece que el relacionamiento de 
ustedes con el BPS seguirá siendo el mismo. 


SEÑORA PERTZEL.- Mi preocupación es la Resolución N* 150, de 2007, que dice que BPS no dará 
tratamiento, aun con costo -los términos "con costo" aparecen subrayados-, a los usuarios que tengan 
sociedad médica. 


Yo no sé si por tener la ley mayor jerarquía, esta Resolución quedaría sin efecto. De lo contrario, la inequidad 
va a continuar y será aún mayor. En años anteriores, para algunos niños que tenían sociedad se conseguía el 
certificado negativo, ya sea porque su mutualista no aportaba el servicio, lo que les permitía atenderse a 
través de BPS, o porque no lo podían pagar, es decir, tenían la mutualista, pero no podían pagar los tiques. 
Ese certificado negativo les permitía recibir el tratamiento durante el año. Pero esto no sucede a partir de 
2007; quiere decir que ya hay inequidad. Todos los nuevos niños, con mutualista, que quisieron ingresar no lo 
pudieron hacer. Todo ese cúmulo de niños quedó sin tratamiento. Deberíamos enmendar esa situación. 


Como decía la compañera Gutiérrez, es indispensable que nos den cierta tranquilidad mientras se hace la 
transición, porque hemos construido esto con mucho esfuerzo. Evidentemente, con ese monto de dinero 
brindamos dos y tres tratamientos de calidad -estamos abiertos a que se inspeccione y se constate que es así-; 
y no lo hacemos con un fin de lucro, más allá de obtener un sueldo que nos permita vivir, lo que me parece 
absolutamente justo. El problema es que ya hay niños que no ingresaron. Si no nos dan cierta tranquilidad, 
seguramente, a partir del 2008 no existiremos más. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Mi intervención iba en el sentido de que si la interpretación es la que 
yo personalmente estoy dando -luego veremos en la discusión si eso es o no así-, y teniendo en cuenta 
que la ley está por encima de la Resolución N” 150, estos centros vinculados al BPS, seguirán 
trabajando hasta que la ley no diga lo contrario. Por eso me parece muy importante este mecanismo de 
la tripartita, porque esto es una cuestión de negociación. Sin ninguna duda, este es un tema de 
interpretación de la ley, pero también es un tema de negociación. Ustedes dicen que hay un Director, un 
técnico o un funcionario del BPS que hizo una interpretación, y a través de la Resolución N” 150 se 
establece que todos aquellos niños que tengan mutualista y necesiten el tratamiento que ustedes 
brindan, deberán ser atendidos por su mutualista. 


Ahora existe un proyecto de ley que incluye todos los servicios que el BPS presta en esa área. Si esto es 
efectivamente así, la Resolución dejará de tener vigencia. 


Me parece que el ámbito de la tripartita es de enorme importancia. De cualquier manera, como decía el 
Presidente de la Comisión, tal vez tengan que hacer alguna gestión para transmitir esto en el ámbito de la 
Comisión de Hacienda integrada con la de Salud Pública y Asistencia Social, a fin de ver qué interpretación 
se hace de la ley. 


SEÑORA BENTANCOR.- Acordamos con la propuesta que hace el señor Diputado Gallo Imperiale 
porque sabemos que uno de los puntos clave, en el marco de una reforma tan ambiciosa como la de la 
salud, es el financiamiento de los diferentes componentes. Nuestra preocupación también tiene que ver 
con eso. Si la ley se pone en marcha y no se prevén los mecanismos, de pronto después puede estar el 
deseo y la validez de los servicios, pero no los rubros para que esto realmente pueda seguir 
funcionando en la medida en que se considere que es oportuno. Por eso nos parece muy adecuada esa 
propuesta. 


SEÑOR MASEDA.- Sin negar la posibilidad de que ustedes puedan estar presentes en la Comisión 
integrada, me quedo con el planteo que hacía el doctor Gallo Imperiale, y voy a dar la argumentación. 
Creo que es válida la designación de un interlocutor en la negociación que puedan llevar adelante. 


Una ley relativa a los discapacitados, aprobada en el año 1997, fue interpretada equivocadamente por el 
Banco de Previsión Social. Se trataba de la posibilidad de que ciudadanos que vivieran hasta a cinco 
kilómetros de la frontera cobraran la pensión por discapacidad en el Uruguay. La ley era clara. Desde el año 
1997 hasta el 2006 hubo una interpretación equivocada de parte del Banco de Previsión Social. Nosotros 
estuvimos en ese trámite y logramos -si bien todavía estamos viendo la posibilidad de que se efectivice 
porque hay otros problemas que tienen que ver con el relacionamiento en el MERCOSUR y demás- que el 
Banco de Previsión Social aplicara la ley de acuerdo con lo que realmente decía y no con la interpretación 
equivocada. 


Tal como señalaba el doctor Gallo Imperiale, la ley es una norma superior, y ante una resolución interna del 
BPS, lo que prevalece es la ley y su interpretación. Hay antecedentes al respecto. Creo que sería bueno, que 
en ese ámbito de negociación, de diálogo, para encontrar una solución al problema, ustedes pudieran manejar 
ese mecanismo. Más allá de eso, esta cuestión de las ONG es un tema de discusión. En la viña del Señor hay 
de todo; hay muchas instituciones que actúan de acuerdo a la legalidad, sin fines de lucro, como corresponde, 
pero también podemos tener organizaciones que no cumplen con los requisitos que el propio Estado marca; 
esa es una realidad. Entonces, muchas veces los que están trabajando por un salario -como muy bien se 
decía-, pueden ver perjudicada su condición de trabajadores aun cuando legítima y legalmente están haciendo 
las cosas como corresponde. De manera que me quedo con lo que señalaba el doctor Gallo Imperiale. Creo 
que es válido e importante por lo menos intercambiar ideas, a fin de encontrar solución a un problema que es 
muy sensible para la sociedad. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Para ampliar un poco la información, quiero señalar que el 
artículo 42 del proyecto de ley de reforma de la salud dice lo siguiente: "Las prestaciones económicas 
correspondientes a enfermedad," -nosotros hablamos de enfermedad, de prevención, de asistencia y de 
rehabilitación- "maternidad, accidentes de trabajo y otras contingencias relacionadas con la salud, 
continuarán siendo brindadas por los organismos competentes de seguridad social, de conformidad 
con las disposiciones en vigor". Y termina diciendo: "Las instituciones que integren el SNIS" - 
mutualistas, cooperativas- "realizarán, para sus respectivos usuarios, las pericias técnicas que 
correspondan". Quiere decir que las instituciones tendrán derecho a ver cómo organizaciones como la 
de ustedes -clínicas, centros- prestan la asistencia a sus usuarios, pero nada más que eso. A mi entender, 
de la lectura literal y de la interpretación que se puede dar a estas disposiciones, que serán ley, surge 
que esa Resolución N* 150 dejará de estar vigente. 


Es una cuestión de interpretación; me parece que en ese ámbito que ustedes van a crear es importante dejar 
aclarado este asunto. Creo que este es un argumento muy válido para que en el centro de ustedes sigan con el 
mismo sistema que tienen actualmente. 


SEÑORA BENTANCOR.- Agradecemos mucho esta información y este aporte concreto, porque 
nosotros necesitamos herramientas. No sé si es posible, pero nos gustaría poder acceder al proyecto de 
ley. Además, queremos responder al planteo anterior. Creemos que para este tipo de servicios es muy 
necesario un marco regulatorio. En la exposición anterior se decía que hay de todo en la viña del Señor. 
Nosotros creemos que sí, y que una dificultad que hay en ese sentido es que en Administraciones 
anteriores el propio BPS no marcó las pautas. Pensamos que las pautas hay que marcarlas y que sería 
interesante que también, en ese diseño de pautas, tanto los centros como las asociaciones de 
profesionales, pudiéramos aportar en lo que hace a los modelos tipo de atención 


Como decía, creemos que debe haber un marco regulatorio porque eso es lo que ordena y permite saber 
después realmente quién trabaja bien y quién no. Entonces, después que ese marco está determinado, hay que 
fiscalizar. El propio BPS, en su plan estratégico, plantea que ha estado omiso en ese sentido; es decir, hace 
una autocrítica y reconoce que las fiscalizaciones no han sido suficientes. Está bueno reconocer que hay 
errores, pero también que hay que subsanarlos y no nivelar pensando que está todo mal. 


SEÑORA GUTIÉRREZ.- En este momento en el Área de la Salud del BPS se está pensando un marco 
regulatorio. Pero también nos preocupa que quien está efectivizando este asunto es un ingeniero civil, y 
no vemos que en esa toma de decisiones esté representada nuestra parte técnica ni la parte médica. Por 
esta razón pedimos esta tripartita porque creemos que ese marco regulatorio tiene muchos aspectos 
que son técnicos. Por ejemplo, hay que saber cuántas veces por semana tiene que ir el niño, qué carga 
horaria, cuántos niños por sesión se deberá atender, etcétera. Todas esas cosas que son criticadas en 
algunos centros no tienen un marco regulatorio, y nosotros queremos estar en ese marco regulatorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de las representantes de la Red Nacional de 
Centros de Rehabilitación y Reeducación de Niños y Adolescentes. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


